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A partir de una reflexión sobre la violencia socio política es hacer visibles los derechos de las 
víctimas contenidas en la Ley 1448 de 2011, de los avances en el derecho internacional de los 
derechos humanos, en su asistencia, reparación integral y los procesos de participación 
necesarios para la construcción de la paz en Colombia, los principios para la aplicación de esta 
política de ayuda humanitaria y, finalmente, llegar a la conclusión basada, en que ésta 
mencionada regulación, constituye una herramienta para facilitar el final del conflicto armado. 
 
 





From a reflection on sociopolitical violence is to make visible the rights of victims contained in 
Law 1448 of 2011, of progress in international law of human rights, in their assistance, 
comprehensive reparation and participatory processes necessary for the building peace in 
Colombia. the principles for the implementation of this policy of humanitarian assistance and 
finally, to conclude based on this that yes, the provision mentioned regulation, constitutes a tool 
to facilitate the end of the armed conflict. 
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Desde décadas, hemos vivido la violencia como parte de nuestra historia socio política y en el 
desarrollo del conflicto armado se ha tenido episodios de gran intensidad y también se aumentó 
su espectro geográfico, además se presentaron cambios particulares en los marcos políticos del 
país y cambios sociales y económicos en nuestra sociedad.  
 
 Es así que la victimización se haya desarrollado  lo largo de toda la historia del país, con 
periodos de agudización, empezando por el narco terrorismo de los años 80; la arremetida 
paramilitar y guerrillera por la narcotización del conflicto finalizando el siglo XX o la respuesta 
estatal a través de la seguridad democrática en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. 
 
Para la década de los ochenta, nacería MAS1 (muerte a secuestradores), grupo 
paramilitar al servicio de los carteles del narcotráfico; su objetivo era contener los ataques de 
las guerrillas, así como consolidar su dominio en los territorios en donde ya ejercían su poder,  
esto les permitió, en su haber, acumular grandes concentraciones de tierras rurales lo cual 
configuro numerosas muertes y el desplazamiento forzado de campesinos aprovechando este 
hecho el paramilitarismo aplicó su estrategia, primero desalojar luego proteger y por último 
limpiar las grandes fincas en cuya propiedad se mezclaron y confundían:  terratenientes, 
ganaderos, esmeralderos, políticos, empresarios, transnacionales y narcotraficantes. 
 
En los años 90, fruto de la resistencia nacional y la presión internacional y el apoyo de 
los E.E.U.U., por atacar al narcotráfico, el Estado acierta duros golpes a los carteles, lo que no 
los acaba, pero hizo que se transformaran configurando dos modalidades criminales, la primera 
se fracciona en numerosos carteles pequeños y medianos interconectados  y en la segunda 
modalidad hacen parte los grupos armados (guerrillas y paramilitares), que pasaron de ser 
cobradores de impuestos en las zonas de cultivos ilícitos y corredores de transportes a apropiarse 
                                                     
1 VerdadAbierta.com. (2008). Muerte a secuestradores MAS: Los orígenes del paramilitarismo. Bogotá. Verdad 




de toda la cadena productiva del negocio, lo que acarreó que se fortificaran más su estructura 
bélica y además, que el narco-paramilitarismo permeara la institucionalidad del Estado. 
 
A pesar de esta larga y dramática situación, hasta hace pocos años se tomaron cartas en el asunto 
debido a la magnitud que representa el fenómeno del desplazamiento forzado, ya que, hace 25 
años –con la Constitución de 1991- se adoptó como fin primordial del Estado Colombiano hacer 
real la vigencia de los derechos humanos, lo cual abrió la puerta para que se reglamentara a 
nivel legal, jurisprudencial y por vía administrativa la aplicación de normas  para la garantía de 
los derechos fundamentales, en especial a los más vulnerados, como es el caso de las víctimas 






















1. CONJUNTO DE PRINCIPIOS PARA LA PROTECCIÓN Y LA PROMOCIÓN DE 
LOS DERECHOS HUMANOS MEDIANTE LA LUCHA CONTRA LA 
IMPUNIDAD. 
 
A partir de la nueva Constitución Política se construyen políticas públicas que materialicen 
la realización de esos derechos humanos en especial, para atender a la población víctima del 
desplazamiento forzado.   
 
También es importante el reconocimiento que proporcionó la jurisprudencia constitucional 
a los tratados internacionales de derechos humanos (bloque de constitucionalidad), entre ellos 
los relativos a la situación de los refugiados internos y a la protección de los civiles en medio 
del conflicto. 
 
Finalizando los 90, se presenta una reacción social que se manifiesta en un control informal 
ejercido por la sociedad, como una presión para que se inhiban o disuadan actos de violación 
de los derechos humanos, y es así como este flagelo del desplazamiento forzado empieza a ser 
visibilizado por los medios de comunicación, desde la academia, las universidades a través de 
sus investigaciones científico sociales, también el estudios y los informes arrojados por las 
ONG, la Iglesia Católica, los organismos internacionales y los entes de control comienzan a 
generar una discusión más técnica y a presionar al Estado para que presente soluciones al 
respecto. 
 
Estas soluciones empiezan a objetivarse a través de la Ley 171 de diciembre de 1994, por la 
cual se aprobó el Protocolo II, Adicional de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, 
relativo a la protección de las víctimas de conflictos no internacionales. Donde, entre otras 
disposiciones humanitarias, se reglamentan las garantías fundamentales para la población civil, 
prohibiendo: la toma de rehenes, los actos terroristas, las amenazas, los ataques a la población 
civil  o a sus bienes materiales, culturales o de culto; se ordena su atención y protección especial 
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a los niños y a las familias separadas por causa del conflicto; se reglamenta lo correspondiente 
al desplazamiento forzado de la población civil2. 
 
La Ley de Victimas y Restitución de Tierras (1448 de 2011) establece la garantía de unos 
derechos basados en los estudios del Sr. Louis Joinet, 1997, acerca de los principios que deben 
imperar, en relación a la Impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos 
(Derechos civiles y políticos) y que son una obligación y una guía para que los Estados apliquen 
en su justicia, en relación con los derechos de las víctimas consideradas como sujetos de 
derecho3 a saber:   
 
a) el derecho a la justicia 
b) el derecho a la verdad 
c) el derecho a la reparación 
d) adopción de políticas públicas para las víctimas y garantías de no repetición. 
 
A. Derecho a la justicia 
Implica que toda victima  tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos beneficiándose de un 
recurso efectivo donde debe existir la satisfacción de justicia para que haya una reconciliación 
justa y duradera. El perdón de las victimas a sus victimarios a través de actos de reconciliación 
y arrepentimiento.  
 
La realización efectiva de este derecho debe estar soportada en una estructura donde 
todos las instituciones del Estado involucradas es este propósito estén comprometidos en la 
búsqueda de la verdad y la reparación a las víctimas de manera inmediata. 
 
                                                     
2 Protocolo II, adicional a los Convenios de Ginebra del 12 d agosto de 1949, relativo a la protección de las 
víctimas de conflictos armados sin carácter internacional. 
3 Comisión Colombiana de Juristas. (2007) Principios internacionales Sobre impunidad y reparaciones, Opciones 
Gráficas Editores, pág. 74 
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En concreto, es deber del Estado investigar las violaciones, perseguir a sus autores y de 
ser culpables, hacer que sean sancionados y se le impongan las penas adecuadas por delitos de 
lesa humanidad, crímenes de guerra y vulneraciones graves a los derechos humanos. 
 
Cualquier alternatividad penal respecto que se adopte a los miembros de los grupos 
armados ilegales, se le deben aplicar los principios de justicia, verdad y reparación, adoptado la 
creación de instrumentos y fórmulas que eviten la impunidad, el exceso de generosidad en la 
aplicación de la penas y por consiguiente el menos precio por las víctimas de los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario. 
 
Como tendencia del derecho internacional, cada vez que se incumpla, se dilaten esas 
directrices en el ámbito nacional, la victima podrá optar por tribunales internacionales para que 
sean revisados los procesos adelantados a los supuestos perpetradores. 
 
B. Derecho a la Verdad 
La realización de la justicia atendiendo a los parámetros citados arriba debe alcanzar la verdad 
como derecho individual y colectivo. La verdad con garantía permite a la víctima conocer la 
circunstancia de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos, los motivos, el destino de 
las personas y en qué etapa se encuentran las investigaciones. 
 
Es importante que se emplee unas herramientas pedagógicas para que exista una 
memoria histórica de los individuos y de los pueblos como medio para que se dé respuesta a la 
barbarie y la impunidad, como una forma de reconstruir la verdad para la sociedad para evitar 
que se repita. 
 
En su dimensión colectiva, el derecho a la verdad supone también el “deber de no 
olvidar”, tal como lo establece en el principio 2 del Conjunto de principios para la protección y 
la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad de Joinet (1997). 
Es importante entonces que se mantenga esa memoria histórica para conocer los motivos, las 
causas y los factores que llevaron a la violación de los derechos humanos y del derecho 
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internacional humanitario, creando una conciencia colectiva a partir de la comprensión de los 
hechos pasados. 
 
Lo más importante es la creación de espacios adecuados donde las víctimas y los victimarios 
puedan encontrarse, exponer lo acontecido, los motivos de sus actos y la profundidad de sus 
pérdidas,  para que a través de estos actos se logre una verdadera reconciliación. 
 
C. Derecho a la Reparación Integral. 
El principio 36 del Conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad formulada por Joinet (1997) establece que la:  
 
"reparación deberá abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima; 
comprenderá, por una parte, medidas individuales de reparación relativas al derecho de 
restitución, indemnización y rehabilitación y, por otra, medidas de satisfacción de alcance 
general, como las previstas en el Conjunto de principios y directrices fundamentales sobre 
el derecho a obtener reparación".(Joinet, 1997) 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado el derecho a la reparación 
como restitución del derecho y/o rehabilitación e indemnización de la afectación, con el objetivo 
de hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas.  
 
Como se expresó anteriormente lo que se busca es obtener, para la víctima, la reparación en 
lo posible de todo el daño y perjuicios sufridos, para esto debemos tener en cuenta4: 
 
a) Medidas de restitución (el objetivo es que la víctima vuelva a su estado anterior) 
b) Medidas de indemnización (que cubra los daños y perjuicios morales y daños materiales) 
c) Medidas de rehabilitación (atención médica y psicológica). 
 
                                                     
4 Ibíd., pág. 76 
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D. Garantías de no repetición de las violaciones 
Esta dada en la medida que se tomen acciones para impedir que dichas conductas que afectaron 
los derechos de las victimas vuelvan a repetirse siempre y cuando la aplicación de la justicia, a 
los responsables, deben ser las adecuadas a la magnitud de su ofensa. La no repetición está 
ligada con la obligación del Estado de prevenir violaciones a los derechos humanos y para esto 
es necesaria la adopción de medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que 
promuevan la salvaguarda de los derechos. 
 
Todo esto se desarrolla bajo la dirección de las políticas públicas para las víctimas, que 
es un conjunto de acciones o más bien, de pluralidad de actuaciones organizadas y debidamente 
planificadas. Política que será tan complicada, como el problema,  o problemas políticos que 
pretenda solucionar. Al punto que en cuestiones tan intrincadas como lo son la atención y 
reparación de las víctimas, se enfrenta a un diseño, planificación y ejecución de acciones tan 
trabajosas que se convierten en verdaderas mega-políticas que involucran la acción global del 
estado,  y que dependen de factores internos y externos para su correcta aplicación. 
 
La Ley involucra la inclusión del enfoque diferencial5 que consiste en  elementos y 
acciones que reconoce que no todas la víctimas  se vieron afectadas por los hechos sufridos, en 
este sentido, establece que las acciones de atención, asistencia y reparación deben estar 
centradas en las características particulares de quienes fueron victimizados (género, de edad,  
etnia, orientación sexual, condición de discapacidad). 
 
Política, que dada la diversidad y la gran cantidad de personas debe involucra a la 
participación de las propias víctimas para su adecuada planificación, coordinación y control de 
la construcción de los planes, programas y proyectos acordes a sus necesidades y proyecto de 
vida. 
 
                                                     




Partiendo de la premisa que estamos en un Estado Social y Democrático de  Derecho, una 
política pública para las victimas debe partir de la participación real y efectiva de los afectados 
por el conflicto con el fin de crear soluciones pertinentes a los problemas. Específicamente para 
que no exista repetición de graves violaciones de derechos humanos los principios de Joinet 
señalan tres medidas especiales para hacer efectiva la garantía de no repetición6:  
 
i. disolución de los grupos armados paraestatales: se trata de una de las medidas más 
difíciles de aplicar pues, si no va acompañada de medidas de reinserción, el remedio 
puede ser peor que la enfermedad; 
ii. derogación de todas las disposiciones de excepción, legislativas o de otra índole y 
reconocimiento del carácter intangible o inderogable del hábeas corpus; y 
iii. separación del cargo de los altos funcionarios implicados en las violaciones graves que 
se hayan cometido. Debe tratarse de medidas administrativas y no represivas, pues son 
de naturaleza preventiva y el funcionario ha de poder beneficiarse de garantías. 
 
 
2. “VÍCTIMA” A LA LUZ DEL MARCO NORMATIVO 
 
Hasta hace unos 25 años, después de lograr ese pacto nacional, que se  materializó  en la 
Constitución Política de 1991, se promueven aún más los derechos humanos y desde allí se 
desarrolló el marco normativo de la Ley de Victimas y Restitución de Tierras Ley 1448 de 20117 
la cual establece un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, de 
índole individual y colectivo en favor de las víctimas del conflicto armado, con una vigencia 
desde su promulgación es decir desde el 10 de junio de 2011 hasta el 10 de junio de 2021.  
 
Algunas de sus medidas son: Judiciales: creación de Jueces de restitución de tierras; 
Administrativas: refiriéndose a la reparación integral; económicas: medidas de asistencia e 
indemnización; Individuales: medidas de reparación integral y colectivas: reconocimiento de 
                                                     
6 Comisión Colombiana de Juristas. (2007) Principios internacionales Sobre impunidad y reparaciones, Opciones 
Gráficas Editores, pág. 81 
7 Ley 1448 de 2011. Diario oficial N° 48096 de Colombia, Bogotá, 10 de junio de 2011. 
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sujetos colectivos.  Es entonces cuando se reconoce a las víctimas como sujetos de acción 
institucional rompiendo con la exclusión de las políticas públicas para las víctimas y reconoció 
a las víctimas en toda su dimensión es decir de las guerrillas y los grupos de autodefensa es más, 
el estado reconoció la existencia de un conflicto armado interno, su responsabilidad por la 
acción y omisión por la victimización del país. 
 
También hubo una transformación  institucional en relación a materializar la Ley 1448 
de 2011 en cuanto a que se debería apoyar estructuralmente a las víctimas a través de unas 
entidades que brindaran especial atención en el restablecimientos de sus derechos, estas 
entidades son: la Unidad y Restitución de Tierras. Encargada de la restitución de tierras que 
fueron víctimas del despojo; El Centro Nacional de memoria Histórica: consiste en el recuerdo 
de lo ocurrido en el conflicto para no olvidar y lograr la reconciliación; la Unidad para la 
Atención y Reparación Integral de las Victimas: Coordinar a nivel nacional todo lo objetivos 
referentes en la Ley. 
 
Por último se creó para las víctimas las mesas de participación cuyo objetivo es escuchar 
de ellos mismo los problemática vivida y consolidar a través de sus experiencias  las soluciones 
más adecuadas. 
 
Es la mejor apuesta que tiene el Estado en la dignificación de las víctimas del conflicto 
pero vamos a profundizar en que es la “Victima” según la Ley 1448 de 20118  
 
“ARTÍCULO 3. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta Ley, 
aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 
ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derecho Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado 
interno”. 
 
                                                     
8 Ley 1448 de 2011. Diario oficial N° 48096 de Colombia, Bogotá, 10 de junio de 2011. 
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Es importante tener en cuenta los siguientes aspectos para  ampliar la dimensión de lo que 
son víctimas: 
 
i. Victimas individuales: personas que hayan sufrido daños por los actores armados 
en medio del conflicto.  
ii. Victimas Colectivas: Comunidad, grupos y organizaciones que se vieron afectados 
por los hechos de los grupos armados en medio del conflicto.  
iii. Tiempo: La ley estable para el reconocimiento haber sufrido a parir del 1 de enero 
de 1985, antes de esta fecha tendrán derecho a la verdad, medidas de reparación 
simbólico y a las garantías de no repetición. 
Para el reconocimiento de restitución de tierras se tendrá cono fecha inicial el 1 de 
enero de 1991. 
iv. Hechos Sufridos:  
1. violaciones a los derechos humanos  
2. infracciones al derecho Internacional Humanitario con ocasión del conflicto 
armado interno. 
v. Víctimas Directas: Quienes sufrieron en su persona daños por los hechos,  
vi. Victimas Indirectas: Familiares de víctimas de homicidio y desaparición forzada: 
Compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer 
grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa9. 
 
Por lo anterior podemos afirmar que la Ley 1448 de 2011 es la expresión de lo contribuido 
por la jurisprudencia constitucional y a las infracciones al derecho Internacional Humanitario 
con ocasión del conflicto armado interno, en cuanto, a que la Ley reconoce la existencia de un 
conflicto armado, que existen victimas de ese conflicto armado y que deben ser atendidas y 
reparadas integralmente.  
 
                                                     
9 Corporación Viva la Ciudadanía. (2013). La ruta de los derechos de las víctimas. Artículo escrito por el equipo 
jurídico de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, Vol. 2, Impresol ediciones Ltda, 
Bogotá, D.C., págs. 20-21. 
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Para este fin necesitamos de esas herramientas jurídicas y es así como a través de la inclusión 
de Colombia de esos tratados, que nos obliga a la aplicación de dicha tradición normativa 
buscando civilizar el conflicto mediante la distinción entre combatientes y no combatientes y 
sobre todo protegiendo y asistiendo a las víctimas y a la población civil afectada. Para recordar 
Colombia es parte de los 4 convenios adicionales de Ginebra de 194910 a través de la Ley 5 de 
1960 y el Protocolo I Adicional y el Protocolo II Adicional que fue aprobado mediante la ley 
171 de 1994 explicando la Corte constitucional que estas normas no depende solo de los tratados 
si no, como norma consuetudinaria11, valor de la humanidad y de aplicación universal y forman 
parte además de nuestro sistema por parte del bloque de constitucionalidad por remisión general 
del artículo 94 como por la remisión directa del artículo 214-2 de la Carta Política12. 
 
Sin embargo, el postergar la aplicación de estas herramientas jurídicas y teniendo en cuenta 
que existe una conciencia mundial de los que hacen parte de estos tratados sobre el valor y la 
defensa de los derechos humanos, somos testigos de su violación cotidiana. Este enorme abismo 
entre la teoría y la práctica de los derechos humanos nos hace cuestionar la plausibilidad de sus 
principios fundadores y su promesa de emancipación a través de la razón y la ley. 
 
 
3. ASPECTOS FUNDAMENTALES DE LA REPARACIÓN INTEGRAL. 
 
La reparación integral, como derecho de las víctimas, debe garantizarle de manera adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva, atendiendo a los daños provocados por las violaciones 
a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 
 
Para estos fines y sentados los criterios y condiciones para que una persona individualmente 
considerada sea considerada víctima del conflicto armado, cobra vital importancia definir cuáles 
son los actos encaminados a lograr su reparación. Esto es, la búsqueda de la compensación 
                                                     
10 Protocolo I y II, adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949. Relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. 
11 Corte Constitucional, Sentencia C-781 de 2012, Magistrado Sustanciadora, María Victoria Calle Correa, Pág. 
39 
12 Colombia, Constitución Política de 4 julio de 1991 
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moral y económica causada. Para ello los entes competentes (Unida Nacional de Reparación de 
Víctimas)13 a nivel nacional han delimitado dos criterios de atención, esto es, el abordaje de la 
víctima personalizado (reparación integral) o la atención del conglomerado afectado 
(Reparación Colectiva), en uno u otro caso, enmarcados dentro de un canal de atención definido, 
denominado (Ruta de los Derechos). 
 
Entonces la Reparación Integral contiene las siguientes medidas e involucra las 





Son medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones de los derechos 
de las víctimas. Por ejemplo: 
i. Restitución14 jurídica y material de un inmueble despojado y el registro de la 
propiedad en la matrícula inmobiliaria. 
ii. Registro de las tierras presuntamente despojadas y abandonadas forzadamente. 
iii. Acceso preferencial a subsidios de vivienda cuando ésta fue objeto de despojo, 
abandono, pérdida o menoscabo. 
iv. Beneficios de crédito y clasificación especial del riesgo para los créditos que como 
consecuencia de un hecho victimizante hayan entrado en mora o hayan sido objeto 
de refinanciación, reestructuración o consolidación. 
v. Acceso preferencial de jóvenes y adultos víctimas a los programas de formación y 
capacitación técnica del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA). 
vi. Validación de la condición de víctima como un criterio de desempate en los 
concursos para acceder al servicio público. 
 
 
                                                     
13 Corporación Viva la Ciudadanía. (2013). La ruta de los derechos de las víctimas. Artículo escrito por el equipo 
jurídico de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, Vol. 2, Impresol ediciones Ltda, 
Bogotá, D.C., págs. 13-57. 
14 Artículo 105. Ley 1448 de 2011. Diario oficial N° 48096 de Colombia, Bogotá, 10 de junio de 2011. 
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3.1.1. Indemnización por vía administrativa 
 
Es una compensación económica que le entrega el Estado individualmente a una víctima. En el 
caso de población en situación de desplazamiento forzado, la indemnización administrativa15 se 
entrega por núcleo familiar, en dinero o través de subsidio integral de tierras, permuta de 
predios, adquisición y adjudicación de tierras, adjudicación y titulación de baldíos, subsidios de 
vivienda de interés social rural (para mejoramiento de vivienda, construcción de vivienda o 
saneamiento básico) o subsidios de vivienda de interés social urbano (para mejoramiento o 
construcción de vivienda nueva). 
 
Si la víctima no acepta la indemnización administrativa o si el Estado llegara a ser 
condenado judicialmente a repararla, de la condena se descontará el dinero que la víctima haya 
recibido de cualquier entidad y el valor monetario de los predios que le sean restituidos. 
 
En los eventos en que las víctimas acudan a la jurisdicción contencioso administrativa 
en ejercicio de la acción de reparación directa, al momento de tasar el monto de la reparación, 
la autoridad judicial deberá valorar y tener en cuenta el monto de la reparación que en favor de 
las víctimas se haya adoptado por el Estado, en aras de que sea contemplado el carácter 




La rehabilitación16 es el conjunto de estrategias, planes, programas y acciones de carácter 
jurídico, médico, sicológico y social dirigidas al restablecimiento de las condiciones físicas y 
sicosociales de las víctimas, tanto individual como colectivamente, para que vuelvan a 
desempeñarse en su entorno familiar, cultural, laboral y social, y ejercer sus derechos y 
libertades básicas. 
 
                                                     
15 Ibíd., p 29 
16 Ibíd., p 122 
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Estas medidas deben responder a las necesidades de las víctimas, sus familias y la 
comunidad; tener en cuenta la perspectiva de género y las características culturales, religiosas, 
sociales y étnicas; integrar a los familiares de las víctimas y estimular acciones de 




3.1.3. Medidas de Satisfacción 
 
Son aquellas medidas de satisfacción17 que buscan restablecer la dignidad de la víctima y 
difundir la verdad sobre lo sucedido, con la participación de todas las entidades que conforman 
el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral. 
Por su naturaleza, estas medidas proporcionan bienestar y mitigan el dolor de la víctima. Por 
ejemplo18: 
 
i. Reconocer públicamente el carácter de víctima, su dignidad y el nombre ante la 
comunidad y el victimario y efectuar publicaciones con ese propósito.  
ii. Realizar actos conmemorativos, tales como la construcción de monumentos públicos 
que mantengan a memoria colectiva. 
iii. Apoyar la reconstrucción del tejido social. 
iv. Divulgar los relatos de las víctimas sobre los hechos, siempre y cuando no 
provoquen más daño ni generen peligro para la seguridad. 
v. Contribuir a la búsqueda de desaparecidos y colaborar en la identificación y 
exhumación de cadáveres. 
vi. Investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos 
humanos y reconocer públicamente su responsabilidad. 
 
                                                     
17 Ibíd., p 29 




Es muy importante saber que para adoptar cualquiera de esas medidas y otras similares debe 
contarse con la participación de las víctimas, a través de los mecanismos previstos en la 
Constitución y en la Ley y teniendo siempre en cuenta el enfoque diferencial. 
 
 
3.1.4. Garantías de no repetición 
 
Son el resultado de medidas de satisfacción que el Estado adopta para evitar que ocurran de 
nuevo violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 
Por ejemplo: 
 
i. Desmovilización y desmantelamiento de grupos armados al margen de la Ley 
ii. Verificación de los hechos y difusión pública y completa de la verdad (siempre y 
cuando no provoquen más daños a la víctima o a los testigos, ni generen inseguridad 
para ellas). 
iii. Sanción a los responsables de los hechos victimizantes y prevención de esos hechos. 
iv. Medidas especiales de protección (para mujeres, niños, niñas y adolescentes; líderes 
sociales o sindicales, defensores y defensoras de derechos humanos) 
v. Medidas para superar estereotipos que favorecen la discriminación, especialmente 
contra la mujer, o que estimulan la violencia contra ella en el marco del conflicto. 
 
Estas medidas de reparación integral19 no deben confundirse con las de asistencia (ayuda 
humanitaria), así estas ayuden a culminar con éxito la reparación integral. Por otro lado, las 
políticas sociales (salud, vivienda educación) no entran en consideración ya que son derechos 
para toda la población, y se deben garantizar, lo que, los hace especial es su aplicación ya que 
le dan prioridad a la víctima por su carácter de vulnerabilidad y no por la vía de reparación. Otra 
cosa es que la víctima es libre de aportar su indemnización administrativa a vivienda o a 
proyectos productivos. 
 
                                                     
19 Subdirección de Participación Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas. “Participaz la Ruta 
de los Derechos” Septiembre de 2015. 
19 
 
Para que esto sea realidad se necesita de un sistema institucional para la articulación de las 
acciones para la atención, asistencia y reparación integral. Esta red se compone por entidades 
públicas del nivel gubernamental y estatal en el ordenes nacional y territorial y las demás 
organizaciones públicas o privadas encargadas de ejecutar planes, programas, proyectos y 
acciones específicas tendientes a la atención, asistencia y reparación integral de las víctimas y 
también se hace parte la participación activa de las victimas llamado SNARIV Sistema de 
Atención y Reparación Integral de las Victimas, compuesto por 51 entidades a nivel nacional, 



















Para las víctimas es esencial que el Estado cumpla con un sistema de prevención y protección 
efectivo que limite y contrarreste las agresiones que se presentan en un proceso de reparación, 
las víctimas que inician la ruta de atención enfrentan riesgos extraordinarios que podrían 
desnaturalizar el fin del proceso. En definitiva, las víctimas requieren que el Estado brinde 
mecanismos de investigación y sanción ejemplares e inmediatas a los perpetradores de las 
agresiones, permitiendo adicionalmente el esclarecimiento de los hechos; en el entendido que 
la seguridad de las víctimas es más exigente en un contexto en el que no han cesado las 
hostilidades, en el que no se ha desactivado el conflicto armado ni otras formas de violencia.  
 
Por lo tanto el Estado debe estar presto a no permitir que la participación de las víctimas 
en la reparación integral se les convierta en una re victimización. En cuanto a la prevención es 
indispensable que el Estado reaccione de manera oportuna ante las amenazas a violaciones de 
los derechos de las víctimas, y contrarreste esas amenazas. Para ello se requiere que la política 
de Prevención del Estado se plantee con base en las causas de las violaciones, elaborando 
adicionalmente mapas de riesgo, con verificación y seguimiento constante de la evolución del 
riesgo y del impacto de los hechos y actores que arremeten contra los derechos humanos. 
 
Debe resaltarse que reparar, también implica no reincidir, no promover la impunidad, 
para ello el Gobierno Nacional por medio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario articula a las entidades encargadas de la investigación, 
juzgamiento y sanción de casos de violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
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